
     
 

 

 - 1 - 

COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
RESOLUCIÓN 79/2023 

 
Medidas Cautelares No. 125-19 

María Corina Machado Parisca respecto de Venezuela 
19 de diciembre de 2023 

(Seguimiento) 
Original: Español 

I. RESUMEN 

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) decide emitir la presente Resolución 
de Seguimiento en los términos del Artículo 25 de su Reglamento. La Comisión lamenta la falta de 
respuesta del Estado sobre medidas adoptadas para implementar las presentes medidas cautelares. Ante 
la información disponible y evaluada en su conjunto, la CIDH consideró que continúa vigente una situación 
de riesgo en los términos del Artículo 25 del Reglamento y decidió:  

a) Continuar realizando las medidas de seguimiento apropiadas en los términos del Artículo 25.10 
y otras disposiciones de su Reglamento. 

b) Solicitar al Estado remitir información concreta, detallada y actualizada sobre la implementación 
de las presentes medidas cautelares; y 

c) Requerir al Estado de Venezuela que:  
i. adopte las medidas necesarias para proteger los derechos a la vida e integridad personal 

de la señora María Corina Machado Parisca;  
ii. adopte las medidas necesarias para garantizar que la beneficiaria pueda seguir 

desempeñando sus actividades de participación política sin que sea objeto de amenazas, 
hostigamientos o actos de violencia en el ejercicio de las mismas;  

iii. concierte las medidas a adoptarse con la beneficiaria y su representación; e 
iv. informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los hechos alegados que dieron 

lugar a la adopción y vigencia de las presentes medidas cautelares y evitar así su 
repetición. En particular, se solicita al Estado que realice una investigación con debida 
diligencia sobre las amenazas y hechos de violencia informados, incluyendo aquellos que 
podrían haber tenido lugar por parte de funcionarios y/o agentes estatales en contra de 
la beneficiaria. 
 

II. ANTECEDENTES 

2. El 12 de abril de 2019, la CIDH decidió otorgar medidas cautelares a favor de María Corina 
Machado Parisca, en Venezuela. De acuerdo con la solicitud, María Corina Machado Parisca se encontraba 
en una situación de riesgo tras recibir amenazas y hostigamientos presuntamente relacionados con su 
participación política en contexto de Venezuela. Tras analizar las alegaciones de hecho y de derecho, la 
Comisión consideró que María Corina Machado Parisca se encuentra en una situación de gravedad y 
urgencia, toda vez que sus derechos enfrentaban un riesgo de daño irreparable. Por consiguiente, con base 
en el artículo 25 de su Reglamento, la Comisión solicitó al Estado de Venezuela que:  

a) adopte las medidas necesarias para proteger los derechos a vida e integridad personal de la 
señora María Corina Machado Parisca;  
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b) adopte las medidas necesarias para garantizar que la beneficiaria pueda seguir desempeñando 
sus actividades de participación política sin que sea objeto de amenazas, hostigamientos o actos 
de violencia en el ejercicio de las mismas;  

c) concierte las medidas a adoptarse con la beneficiaria;  
d) informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los hechos alegados que dieron lugar a la 

adopción de la presente medida cautelar y evitar así su repetición1. 

3. La solicitud inicial fue presentada por Carlos Ayala Corao y Leonardo Veronico Osorio. Las 
comunicaciones recientes, durante la vigencia de las medidas cautelares han sido remitidas directamente 
por la señora María Corina Machado Parisca.  

III. RESUMEN DE LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA POR LA REPRESENTACIÓN TRAS EL 
OTORGAMIENTO DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

4. Tras el otorgamiento de las medidas cautelares, la Comisión continuó el seguimiento del presente 
asunto mediante solicitudes de información a las partes, en los términos del inciso 10 del artículo 25 del 
Reglamento. En particular, se solicitó información a ambas partes el 23 de noviembre de 2022, sin 
respuesta de las partes. Posteriormente, la Comisión recibió comunicaciones de la beneficiaria el 17 de 
agosto y 23 de octubre de 2023, las cuales han sido trasladadas al Estado el 21 de agosto y 16 de 
noviembre de 2023, respectivamente. No se ha recibido información de parte del Estado de Venezuela, 
pese a las distintas solicitudes de información realizadas.  

a. Información aportada por la representación 

5. En su comunicación de 17 de agosto de 20232, la beneficiaria informó que era una de las 14 
personas candidatas para las elecciones primarias de la oposición del 22 de octubre de 2023, a través de 
la “Comisión Nacional de Primaria”3 (CNP) para escoger al candidato de oposición a la Presidencia de la 
República para las elecciones de 2024. Por lo anterior, indicó que se han intensificado ataques y 
hostigamientos en su contra, y una “amenaza de inhabilitación por vía administrativa”. La beneficiaria 
solicitó “actualización y ampliación” para ella y su equipo y pidió el: (a) cese de los ataques, agresiones, 
hostigamientos, acosos y amenazas por parte de altos funcionarios; (b) cese de persecución política y 
amenazas de funcionarios y de la CGR de promover su inhabilitación política; (c) dejar sin efectos posibles 
órdenes de investigación o privación de libertad que pudiesen generar inhabilitación política de carácter 
administrativo; (d) que se garantice la libre realización de su campaña política en condiciones de 
normalidad y seguridad; y, (e) protección por parte del Estado, que se otorgue en coordinación con ella. 

6. En relación con la inhabilitación, informó que: 

 
1  CIDH. María Corina Machado Parisca respecto de Venezuela (MC-125-19). Resolución 22/2019 de 12 de abril de 2019.  
2  Se hizo referencia a una petición presentada ante la Comisión por su destitución como diputada de la Asamblea Nacional en 

2014 e inhabilitación política por 12 meses emitida por la Contraloría General de la República y notificada en julio de 2015, la 
cual le impidió participar en los comicios parlamentarios de diciembre de 2015. Al respecto, la CIDH emitió un informe de 
admisibilidad: CIDH, Informe No. 463/21. Petición 882-14. Admisibilidad. Maria Corina Machado. Venezuela. 27 de noviembre 
de 2021. 

3  Órgano conformado por los partidos de oposición para elegir a su candidato presidencial, “sin la asistencia del Consejo Nacional 
Electoral”.  

https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/2019/22-19mc125-19-ve.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/2021/vead882-14es.pdf
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i. En junio de 2023, un diputado presidente de la Asamblea Nacional (AN), J. R., en referencia a la 
beneficiaria4 afirmó “hemos sido demasiado tibios. Tenemos que ser más duros y enérgicos con 
esas personas que convocan a la destrucción y a la muerte”.  

ii. El diputado L. R., quien presentó un amparo contra la CNP ante el Tribunal Supremo de Justicia 
(TSJ) para impedir las primarias, acudió a la Contraloría General de la República (CGR) para 
solicitar la inhabilitación de María Corina Machado y otros líderes opositores, la cual ratificó el 23 
de junio de 2023.  

iii. El 26 de junio de 2023, el diputado J. B. acudió a la CGR para solicitar que se aclare si la beneficiaria 
se encontraba inhabilitada para el ejercicio de cargos públicos. Cuatro días después el diputado 
habría informado desde la sede de la CGR que, según un documento mostrado a la prensa, la 
señora Machado se encontraría inhabilitada por vía administrativa por 15 años para el ejercicio 
de cargos públicos5.   

7. Por otro lado, se aportó información sobre presuntas agresiones físicas y acciones para vulnerar 
sus actividades de campaña: 

i. El 2 de febrero de 2023, mientras la beneficiaria se encontraba en una visita a Cantaura, municipio 
Freites, estado Anzoátegui, al menos 25 integrantes del partido “Vente Venezuela” resultaron 
agredidos en un atentado de grupos violentos liderados de colectivos oficialistas de la entidad 
durante una misa. Autoridades religiosas tuvieron que resguardar a la beneficiaria;  

ii. El 24 de marzo de 2023 se tenía programado un acto de la beneficiaria en Barquisimeto, estado 
Lara, cuando una autoridad procedió al cierre temporal del hotel donde sería el evento;  

iii. El 25 de marzo de 2023 se tenía programado un evento de la beneficiaria en Chivacoa, estado 
Yaracuy, cuando la alcaldía “oficialista” cerró las calles con la finalidad de hacer una actividad de 
“bailoterapia”. Mientras los coordinadores de “Vente Venezuela” buscaban una locación 
alternativa, fueron perseguidos y amenazados por miembros de colectivos oficialistas 
motorizados, por lo que fue tuvieron que realizar el acto de campaña en una calle con la parte 
trasera de un camión como tarima;  

iv. El 15 de junio de 2023 en Tinaquillo, estado Cojedes, un grupo de oficialistas golpeó y empujó a la 
beneficiaria y sus simpatizantes, teniendo que retirarse la señora Machado en un vehículo para 
resguardarse. Un dirigente opositor habría declarado que estos hechos fueron “órdenes directas 
de Diosdado Cabello”, lo que se indicó no fue desmentido;  

v. Tras actos realizados en el estado Barinas (sin fecha), simpatizantes de la beneficiaria fueron 
perseguidos y amenazados por funcionarios de la Guardia Nacional Bolivariana (GNB) y 4 
personas detenidas en las localidades de Libertad y Sabaneta, posteriormente puestas en libertad;  

vi. El 14 de julio de 2023, la beneficiaria y dirigentes políticos de “Vente Venezuela” fueron agredidos 
por un grupo de militantes oficialistas mientras iban en caravana a la localidad de Catia La Mar, 

 
4  Señaló que “curiosamente la precandidata que ordenó la difusión de aquellos videos es aquella que más ha pedido invasión 

militar contra Venezuela, guerra contra Venezuela, asesinato del presidente de la República, que campeara la violencia y que se 
recrudecieran las medidas contra Venezuela. Esta precandidata sacó a sus hijos para que vivieran en Nueva York, en Washington 
y en Florida, pero convoca al asesinato de jóvenes venezolanos a través de una guerra fratricida”. 

5  Se indicó anexar el documento, el cual no fue ubicado. A la par, se compartió la siguiente nota, la cual no presenta el documento: 
Efecto Cocuyo. Contraloría inhabilita a María Corina Machado por 15 años, dice José Brito. 30 de junio de 2023.  

https://efectococuyo.com/politica/contraloria-inhabilita-a-maria-corina-machado-por-15-anos-dice-jose-brito/
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estado Vargas. Se detalló que los “seguidores de Nicolás Maduro vestidos de rojo, lanzaron objetos 
a los vehículos e intentaron bloquear dicha caravana”. Tras los hechos, pudo realizar su evento;  

vii. Durante julio de 2023 aparecieron grafitis en sedes de “Vente Venezuela”: El 19 de julio en Zaraza, 
estado Guárico, las paredes del partido político fueron marcadas con las frases “María Corina no 
te queremos en Zaraza”; “Fuera” y “Fuera Loca”; el 22 de julio, la sede de “Vente Venezuela” en La 
Fría, estado Táchira, fue marcada con “ELN [Ejército de Liberación Nacional] Primarias sin María 
Corina”; “Muerte a María Corina” y “ELN Muerte”. La beneficiaria indicó que es altamente 
preocupante porque el ELN es un “grupo irregular [que] opera en territorio venezolano bajo la 
tolerancia, protección y aquiescencia del gobierno venezolano”, por lo que se hicieron alertas. 
Posteriormente, el Gobernador del Estado Táchira responsabilizó a la beneficiaria y su equipo de 
haber colocado las amenazas y crear zozobra en la ciudadanía, indicando que los procesarían por 
“terrorismo”. Asimismo, el diputado Luis Ratti pidió investigación penal de personas del partido;  

viii. El 3 de agosto de 2023, el Gobernador del estado Trujillo en una reunión pública afirmó que 
“cuando venga aquí una María Corina o lo que sea, tenemos que sacarlos a coñazo de aquí del 
municipio Pamparito”. Agregaron que el mismo Gobernador, mientras era candidato, el 6 de 
septiembre de 2021 habría pedido a sus votantes “sacar a golpes a los opositores de cualquiera 
de las instituciones de esa entidad: Ustedes tienen que ayudarme, donde haya un escuálido 
tenemos que sacarlo a coñazos de las instituciones”; 

ix. El 5 de agosto de 2023, el comandante de la GNB afirmó en un acto con miembros de la “Guardia 
del Pueblo” que los candidatos inhabilitados generan violencia política, por lo que hay que estar 
preparados para neutralizarlos.  

8. La beneficiaria alegó que el Estado venezolano impone inhabilitaciones políticas para impedir que 
candidatos de la oposición puedan inscribirse ante el Consejo Nacional Electoral para participar en 
elecciones, con la suspensión de derechos políticos y del derecho a ser electo, lo que solo puede llevarse a 
cabo por sentencia judicial firme por un juez competente, en proceso penal, en los casos que determina la 
ley, y no por un acto administrativo de la Contraloría General de la República. La señora Machado recordó 
que, en el Caso Leopoldo López vs Venezuela ante la Corte Interamericana, el cual se trataba sobre la 
inhabilitación política por un acto administrativo de la Contraloría General, la Corte encontró que no se 
cumplían con los requisitos del articulo 23.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
Agregó que la Corte ordenó dejar sin efecto las resoluciones administrativas de la CGR y modificar la 
norma legal que le permite a la Contraloría imponer dichas inhabilitaciones políticas. Se indicó que el 
Estado ha desacatado la sentencia de la Corte Interamericana y ha continuado con la inhabilitación de 
opositores políticos por vía administrativa.  

9. De esta manera, la beneficiaria alega que existe una amenaza de nueva inhabilitación en su contra: 
sin notificación del inicio de un nuevo procedimiento; sin el trámite de algún expediente o investigación 
conforme al debido proceso; y, sin notificación a la señora Machado o sus representantes legales de la 
“respuesta a la comunicación” del diputado J. B. o dictamen emitido por la Contraloría General. Al respecto, 
fue solo por difusión el 30 de junio de 2023 de un documento presuntamente firmado por el Director 
General de Procedimientos Especiales en nombre de la Contraloría General, donde se conoció de una 
nueva “amenaza de inhabilitación política” de la beneficiaria, el cual no le ha sido notificado ni aparece en 
la Gaceta Oficial y pretende inhabilitarla por 15 años para el ejercicio de cargos públicos y para ser 
candidata. Se agregó que legalmente las investigaciones de la CGR tienen carácter reservado y no pueden 
emitirse certificaciones a petición de interesados. Además, el referido documento le atribuiría  

sin proceso previo alguno: (i) supuestas sobreestimaciones y subestimaciones en las declaraciones 
juradas de patrimonio, (ii) vinculaciones con una presunta trama de corrupción junto con Juan Guaidó 
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que “propició el bloqueo criminal a la República Bolivariana de Venezuela y el despojo descarado de las 
empresas y riquezas del pueblo venezolano en el extranjero […]”; así como (iii) daños a la salud del 
pueblo venezolano por la solicitud de aplicación de sanciones 

10. La beneficiaria aportó información contextual sobre la “ausencia de independencia judicial en 
Venezuela” y su uso para la persecución política a la disidencia. A su vez, considera que las agresiones 
físicas de seguidores y agentes del gobierno venezolano van a repetirse y agravarse, pues buscan que no 
participe en las elecciones. Agregó que, frente a la falta de independencia e imparcialidad del Poder 
Judicial, así como la instrumentalización del sistema penal para coartar el liderazgo opositor, resulta nula 
la posibilidad de que prosperen recursos que puedan ser interpuestos.  

11. La señora Machado Parisca remitió nueva comunicación el 23 de octubre de 2023, donde informó 
que resultó electa candidata para la Presidencia de la República en las primarias de la oposición 
venezolana celebradas el 22 de octubre de 2023. Informó sobre los siguientes hechos:  

i. El 12 de octubre de 2023, grupos simpatizantes al gobierno no identificados marcaron las paredes 
de la sede de “Vente Venezuela” en Cumaná, estado Sucre, con las frases “Fuera MCM”, “no te 
queremos” y “deja el show”; 

ii. Tres días antes de la elección primaria, simpatizantes del partido de gobierno lanzaron objetos y 
amenazaron al equipo de campaña de la señora Machado en la parroquia La Candelaria, en 
Caracas, teniendo que desalojar el lugar y resguardarse.  

12. Se agregó que estos nuevos ataques surgieron en paralelo a la firma del Acuerdo de la Promoción 
de Derechos Políticos y Garantías Electorales en Barbados, el cual busca asegurar “garantías reales y 
efectivas” en el proceso electoral. Asimismo, señalaron que ante la “advertencia emitida por 20 senadores 
estadounidenses sobre la posible interferencia del régimen de Nicolas Maduro en las primarias”, el 
oficialista Diosdado Cabello indicó que “los inhabilitados, inhabilitados están; pueden chillar y hablar con 
sus tíos de allá, con los 20 senadores, a nosotros nos resbala”. Por su parte, la beneficiaria indicó que la 
continuidad de “actos vandálicos que han sido promovidos y/o tolerados por el gobierno” no son 
investigados y, además, altos funcionarios han hecho llamamientos públicos a “ser más duros”. De esta 
manera, reiteraron sus pedidos, pidiendo la actualización y ampliación.  

b. Respuesta del Estado  

13. La CIDH no ha recibido respuesta del Estado sobre la implementación de las medidas cautelares. 
Tampoco, se ha recibido información que indique que el Estado viene adoptando medidas en ese sentido. 
La situación anterior se ha mantenido en el tiempo pese a las solicitudes de información realizadas al 
Estado mediante comunicaciones de la CIDH de 23 de noviembre de 2022 y 21 de agosto y 15 de 
noviembre de 2023.  

IV. ÁNALISIS DE LOS ELEMENTOS DE GRAVEDAD, URGENCIA E IRREPARABILIDAD 
 

14. El mecanismo de medidas cautelares forma parte de la función de la Comisión de supervisar el 
cumplimiento con las obligaciones de derechos humanos establecidas en el artículo 106 de la Carta de la 
Organización de Estados Americanos. Estas funciones generales de supervisión están establecidas en el 
artículo 41 (b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, recogido también en el artículo 18 
(b) del Estatuto de la CIDH, mientras que el mecanismo de medidas cautelares se encuentra descrito en el 
artículo 25 del Reglamento de la Comisión. De conformidad con ese artículo, la Comisión otorga medidas 
cautelares en situaciones que son graves y urgentes, y en cuales tales medidas son necesarias para 
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prevenir un daño irreparable a las personas o al objeto de una petición o caso ante los órganos del Sistema 
Interamericano.  

15. La Comisión Interamericana y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (“la Corte 
Interamericana” o “Corte IDH”) han establecido de manera reiterada que las medidas cautelares y 
provisionales tienen un doble carácter, uno tutelar y otro cautelar6. Respecto del carácter tutelar, las 
medidas buscan evitar un daño irreparable y preservar el ejercicio de los derechos humanos7. Para ello, 
se debe hacer una valoración del problema planteado, la efectividad de las acciones estatales frente a la 
situación descrita y el grado de desprotección en que quedarían las personas sobre quienes se solicitan 
medidas en caso de que éstas no sean adoptadas8. Con respecto al carácter cautelar, las medidas cautelares 
tienen como propósito preservar una situación jurídica mientras está siendo considerada por órganos del 
sistema interamericano. El carácter cautelar tiene por objeto y fin preservar los derechos en posible riesgo 
hasta tanto se resuelva la petición que se encuentra bajo conocimiento en el Sistema Interamericano. Su 
objeto y fin son los de asegurar la integridad y la efectividad de la decisión de fondo y, de esta manera, 
evitar que se lesionen los derechos alegados, situación que podría hacer inocua o desvirtuar el efecto útil 
de la decisión final. En tal sentido, las medidas cautelares o provisionales permiten así que el Estado en 
cuestión pueda cumplir la decisión final y, de ser necesario, cumplir con las reparaciones ordenadas. Para 
los efectos de tomar una decisión, y de acuerdo con el artículo 25.2 de su Reglamento, la Comisión 
considera que:  

a. La “gravedad de la situación” implica el serio impacto que una acción u omisión 
puede tener sobre un derecho protegido o sobre el efecto eventual de una decisión 
pendiente en un caso o petición ante los órganos del Sistema Interamericano;  

b. La “urgencia de la situación” se determina por medio de la información aportada, 
indicando el riesgo o la amenaza que puedan ser inminentes y materializarse, 
requiriendo de esa manera una acción preventiva o tutelar; y  

c. El “daño irreparable” consiste en la afectación sobre derechos que, por su propia 
naturaleza, no son susceptibles de reparación, restauración o adecuada 
indemnización. 
 

16. Al respecto, la Comisión recuerda que, en el análisis de tales requisitos, los hechos que motivan 
una solicitud de medidas de cautelares no requieren estar plenamente comprobados, sino que la 
información proporcionada debe ser apreciada desde una perspectiva prima facie que permita identificar 
una situación de gravedad y urgencia. Del mismo modo, la Comisión recuerda que en el presente 
procedimiento no corresponde analizar si se presentaron violaciones a los instrumentos internacionales 
aplicables. Dicho análisis corresponde ser realizado en el marco del Sistema de Peticiones y Casos, tras 
realizarse un análisis de fondo, de cumplirse con los requisitos reglamentarios vigentes. La Comisión 

 
6  Ver, al respecto: Corte IDH. Caso del Centro Penitenciario Región Capital Yare I y Yare II (Cárcel de Yare). Solicitud de Medidas 

Provisionales presentada por la CIDH respecto de la República Bolivariana de Venezuela, Resolución de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos de 30 de marzo de 2006, considerando 5; Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros vs. Guatemala. Medidas 
provisionales, Resolución de 6 de julio de 2009, considerando 16. 

7  Ver, al respecto: Corte IDH. Asunto del Internado Judicial Capital El Rodeo I y El Rodeo II. Medidas Provisionales respecto de 
Venezuela, Resolución de la Corte de 8 de febrero de 2008, considerando 8; Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez. Medidas 
provisionales respecto de Guatemala, Resolución de la Corte de 27 de enero de 2009, considerando 45; Corte IDH. Asunto 
Fernández Ortega y otros. Medidas Provisionales respecto de México, Resolución de la Corte de 30 de abril de 2009, 
considerando 5; Corte IDH. Asunto Milagro Sala. Solicitud de Medidas Provisionales respecto de Argentina, Resolución de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos de 23 de noviembre de 2017, considerando 5. 

8  Ver, al respecto: Corte IDH. Asunto Milagro Sala. Solicitud de Medidas Provisionales respecto de Argentina, Resolución de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos de 23 de noviembre de 2017, considerando 5; Corte IDH. Asunto del Internado 
Judicial Capital El Rodeo I y El Rodeo II. Medidas Provisionales respecto de Venezuela, Resolución de la Corte de 8 de febrero de 
2008, considerando 9; Corte IDH. Asunto del Instituto Penal Plácido de Sá Carvalho. Medidas Provisionales respecto de Brasil, 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 13 de febrero de 2017, considerando 6. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/penitenciarioregion_se_01.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/carpio_se_14.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/rodeo_se_01.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/bamaca_se_11.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/fernandez_se_02.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/fernandez_se_02.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/sala_se_01.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/sala_se_01.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/rodeo_se_01.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/rodeo_se_01.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/placido_se_01.pdf
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también recuerda que, por su propio mandato, no le corresponde pronunciarse sobre la atribución de 
responsabilidades de ningún tipo de la señora María Corina Machado Parisca según disposiciones del 
derecho interno del país. Asimismo, no corresponde a la Comisión determinar si se han producido 
violaciones al debido proceso y a las garantías judiciales en el marco de las procesos abiertos en relación 
con ella. La Comisión deja establecido que solo analizará el cumplimiento de los requisitos del artículo 25 
de su Reglamento. 

17. Con respecto de lo anterior, el artículo 25.9 establece que la Comisión deberá evaluar 
periódicamente, por iniciativa propia o por solicitud de las partes, si mantener, modificar o levantar 
medidas cautelares vigentes. Al respecto, la Comisión debe evaluar si la situación de gravedad, urgencia y 
la posible generación de un daño irreparable, que llevaron a la adopción de las medidas cautelares, 
persisten todavía a efectos de mantener la vigencia de las medidas cautelares. Asimismo, debe considerar 
si en lo posterior, surgieron nuevas situaciones que puedan cumplir con los requisitos establecidos en el 
Artículo 25 del Reglamento. Del mismo modo, el Artículo 25.10 establece que la Comisión podrá tomar las 
medidas de seguimiento apropiadas, como requerir a las partes interesadas información relevante sobre 
cualquier asunto relacionado con el otorgamiento, observancia y vigencia de las medidas cautelares. 
Dichas medidas pueden incluir, cuando resulte pertinente, cronogramas de implementación, audiencias, 
reuniones de trabajo y visitas de seguimiento y revisión. Mediante Resolución 2/2020 de 15 de abril de 
2020, la CIDH se pronunció sobre la posibilidad de emitir Resoluciones de Seguimiento. 

18. En esta oportunidad, la Comisión decide emitir una resolución de seguimiento de medidas 
cautelares, considerando la información presentada por la señora Machado sobre su situación en el 
contexto actual y la falta de información de parte del Estado sobre las medidas efectivamente adoptadas 
para su protección. En este sentido, el análisis en el presente asunto se dividirá de la siguiente manera: i) 
Ausencia de respuesta del Estado en el presente asunto; ii) Contexto aplicable y acciones en contra de la 
oposición política del país; iii) Vigencia de la situación de riesgo respecto de la señora María Corina 
Machado en Venezuela en los términos del artículo 25 del Reglamento de la CIDH; y (iv) Situación de las 
personas integrantes de “Vente Venezuela” en Venezuela. 

(i) Ausencia de respuesta del Estado en el presente asunto 

19. La Comisión manifiesta que no ha recibido información oficial de parte del Estado sobre las 
medidas que estaría adoptando para implementar las presentes medidas cautelares. Pese a solicitudes de 
información realizadas al Estado entre 2022 y 2023, la CIDH no ha recibido respuesta que incluya los 
alcances mencionados. La Comisión lamenta la falta de disposición del Estado, puesto que el diálogo y la 
concertación son fundamentales para una adecuada implementación de las medidas cautelares y, en 
definitiva, para la protección de los derechos a la vida y la integridad de las personas beneficiarias. Sin 
información por parte del Estado, se hace imposible conocer los posibles esfuerzos o avances que el 
Estado esté alcanzando en materia de protección de los derechos de las personas beneficiarias, así como 
conocer los desafíos que enfrenta en dicha protección.  

20. La anterior valoración es aún más relevante toda vez que la beneficiaria ha indicado que la 
situación de riesgo continúa. Al respecto, la beneficiaria hizo referencia a diversos hechos que indican 
incluso que el riego habría incrementado en el contexto electoral actual, debido a su rol como 
representante de la oposición. La Comisión toma en cuenta la seriedad de dichos alegados, y recuerda que 
las medidas cautelares para la protección de la señora Machado Parisca fueron otorgadas en el 2019 en 
circunstancias similares. En esa oportunidad, se solicitó al Estado la protección de su vida e integridad, 
así como garantizar el desempeño de sus actividades de participación política sin que sea objeto de 
amenazas, hostigamientos o actos de violencia. 
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21. La Comisión se permite recordar, siguiendo a la Corte Interamericana, que el incumplimiento del 
deber estatal de informar sobre la totalidad de las medidas adoptadas en cumplimiento de sus decisiones 
de medidas de protección internacional – como las medidas cautelares- es especialmente grave, dada la 
naturaleza jurídica de estas medidas que buscan la prevención de daños irreparables a personas en 
situación de gravedad y urgencia9. El deber de informar constituye una obligación de carácter dual que 
requiere para su efectivo cumplimiento la presentación formal de un documento en plazo y la referencia 
material específica, cierta, actual y detallada a los temas sobre los cuales recae dicha obligación10.  

(ii) Contexto aplicable y acciones en contra de la oposición política del país 

22. Al momento de realizar dicho análisis, la Comisión considera el contexto aplicable. La Comisión 
se ha venido pronunciando a lo largo de los últimos años sobre la situación de las personas opositoras o 
identificadas como opositoras en Venezuela11. En particular, en su Informe Anual de 2021, la Comisión 
destacó “la persecución, señalamientos y hostigamiento a voces opositoras en Venezuela, así como en 
contra de personas que ejercen expresión crítica al gobierno”12. Al respecto, en el Informe Anual de 2022 
la Comisión ha encontrado la existencia de un contexto de “hostigamientos, persecuciones, detenciones 
arbitrarias, falta de trasparencia y señalamientos estigmatizantes contra quienes investigan y participan 
activamente de asuntos de interés público y político”13. Bajo este escenario, la CIDH ha urgido al Estado 
Venezolano a garantizar la independencia y el equilibrio de los poderes públicos y la participación en 
asuntos públicos sin ningún tipo de discriminación14.   

23. A la par de lo anterior, la Comisión advirtió, desde 2017, el involucramiento de civiles en tareas 
de seguridad e indicado que “no deben ser incorporados civiles en ningún tipo de estrategia de seguridad 
interna, así como tampoco debe desvirtuarse el rol de la sociedad en relación con la seguridad de la 
nación”, a la par de destacarse 27 muertes entre el 1 de abril y el 31 de julio de 2017 por la acción de 
miembros de colectivos armados15. A su vez, la CIDH señaló que “no resulta suficiente que las autoridades 
condenen los hechos violentos que pudieran cometer los colectivos, sino que tienen la obligación de 
adoptar las medidas necesarias para prevenirlos, además de investigar, juzgar y sancionar a sus 
responsables, una vez que estos ocurren”16 

24. Asimismo, la CIDH tomó conocimiento de la posible inhabilitación de la beneficiaria por 15 años 
para ejercer cargos públicos, por medio de oficio de la Contraloría General de la República de 30 de junio 
de 2023, recordando que dichas inhabilitaciones tuvieron lugar también en 2021 respecto de 27 
candidaturas que el CNE rechazó17. En dicha ocasión, la Comisión recordó el Caso López Mendoza y reiteró 
que “ningún órgano administrativo puede restringir los derechos políticos a elegir y ser elegido a través 

 
9  Corte IDH. Asunto Comunidades del Jiguamiandó y del Curvaradó respecto Colombia. Medidas Provisionales. Resolución de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos de 7 de febrero de 2006. Considerando 16; y Caso Luisiana Ríos y otros (Radio 
Caracas Televisión – RCTV). Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 12 de 
septiembre de 2005. Considerando décimo séptimo. 

10  Ibidem. 
11  Ver, al respecto: CIDH. Informe de país. Institucionalidad democrática, Estado de derecho y derechos humanos en Venezuela. 31 

de diciembre de 2017, párr. 470; CIDH y REDESCA condenan hechos de represión violenta en Venezuela y urgen al Estado 
venezolano a garantizar los derechos humanos de la población frente a la crisis política, económica y social. 1 de marzo de 2019; 
CIDH observa persistencia en afectación a los derechos humanos en Venezuela. 5 de abril de 2019; CIDH condena el 
recrudecimiento de ataques contra los miembros de la Asamblea Nacional de Venezuela. 14 de mayo de 2019. 

12  CIDH. Informe Anual 2021. Capítulo IV.B Venezuela, párr. 123. 
13  CIDH. Informe Anual 2022. Capítulo IV.B Venezuela, párr. 43 
14  CIDH. Informe Anual 2021. Capítulo IV.B Venezuela, párr. 196; Informe Anual 2022. Capítulo IV.B Venezuela, recomendación 3.  
15  CIDH. Informe de país. Institucionalidad democrática, Estado de derecho y derechos humanos en Venezuela. 31 de diciembre de 

2017, paras. 26 y 210. 
16  Ibid., párr. 360. 
17  CIDH. Venezuela: CIDH condena la persecución a personas por motivos políticos en el contexto preelectoral. Comunicado de 

prensa 155/223 de 14 de julio de 2023.  

http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Venezuela2018-es.pdf
http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2019/022.asp
http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2019/022.asp
http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2019/091.asp
http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2019/115.asp.
http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2019/115.asp.
http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Venezuela2018-es.pdf
https://www.oas.org/es/CIDH/jsForm/?File=/es/cidh/prensa/comunicados/2023/155.asp


     
 

 

 - 9 - 

de sanciones de inhabilidad o destitución”, lo que resulta de una política de Estado que busca cerrar el 
espacio cívico en el país18.  

25. La CIDH reconoció la importancia de los acuerdos entre el gobierno de Venezuela y la Plataforma 
Unitaria que se firmaron el 17 de octubre de 2023 en Barbados, en los cuales el gobierno se comprometió 
a establecer “cronograma y una hoja de ruta para la realización de elecciones presidenciales, que garantice 
la participación de todas las personas candidatas sin restricciones arbitrarias, en igualdad de condiciones 
y con garantías de seguridad”19. Sin embargo, se tuvo conocimiento de que, tras la consulta ciudadana de 
22 de octubre de 2023 para elegir la candidatura de oposición para la Presidencia de la República, el 
Ministerio Público abrió una investigación penal contra las personas organizadoras de la consulta20. La 
CIDH y su RELE rechazaron estos hechos por contrariar el espíritu de los acuerdos alcanzados y por su 
efecto desalentador en la participación política, resultando imprescindible que no se criminalicen las 
iniciativas de participación ciudadana21. 

26. Considerando lo anterior, la Comisión entiende que las valoraciones contextuales realizadas 
desde el 2017 continuarían vigentes. En ese sentido, la CIDH recuerda que, en su Informe País de 2017, la 
Comisión observó con preocupación la existencia de un patrón de graves violaciones de derechos 
humanos de quienes manifiestan o asumen públicamente posiciones de disenso, particularmente, con el 
Poder Ejecutivo22. La Comisión valoró que dicho patrón se evidenciaba en múltiples actos de 
hostigamiento, persecución a través de medios de comunicación, destitución de cargos públicos a políticos 
disidentes, inhabilitación política, quebrantamiento de la inmunidad, injerencia en funciones públicas, 
allanamientos irregulares a la propiedad privada y aquiescencia frente a actos violentos en contra 
miembros de oposición y en general, de quienes expresan su disenso23. El hostigamiento se presenta 
también a través de numerosos pronunciamientos estigmatizantes de altos funcionarios contra líderes de 
la oposición24.  

27. De manera más reciente, en su Informe Anual de 2022, la Comisión identificó que durante ese año 
continuaron las inhabilitaciones políticas impuestas por la Contraloría General de la República25. Al menos 
30 personas han sido impedidas de presentar su candidatura para aspirar a cargos de elección popular, 
afectando desproporcionadamente a los partidos políticos disidentes del gobierno26. Finalmente, en 2022, 
la Comisión indicó que, si bien a nivel normativo, la Constitución establece la separación e independencia 
de los poderes, tras años de injerencias, particularmente sobre el sistema de justicia, el Poder Ejecutivo 
sigue monopolizando todos los poderes públicos del Estado27. Como consecuencia de ello, a valoración de 
la Comisión, las instituciones del nivel público nacional operan primordialmente para garantizar la 
permanencia del partido de gobierno en el poder y no para promover y proteger los derechos humanos28. 

28. En ese contexto, la Comisión advierte que la beneficiaria ha cuestionado un documento de la CGR 
que determinaría su inhabilitación política por 15 años. Al respecto, la Comisión recuerda que la Corte 

 
18  Ibidem.  
19  CIDH. Venezuela: CIDH insta al Estado a implementar acuerdos, con garantías para la participación política. Comunicado de 

prensa 253/23 de 27 de octubre de 2023.  
20  Ibidem.  
21  Ibidem.  
22  CIDH. Institucionalidad democrática, Estado de derecho y derechos humanos en Venezuela. Informe de País. 31 de diciembre de 

2017. párr. 163  
23  Ibid., párr. 164 
24  Ibidem. 
25  CIDH. Informe Anual de 2022. Capítulo IV.b. Venezuela. 1 de abril de 2023. párr. 22 
26  Ibidem. 
27  CIDH. Informe Anual de 2022. Capítulo IV.b. Venezuela. 1 de abril de 2023. párr. 13 
28  Ibidem. 

https://www.oas.org/es/CIDH/jsForm/?File=/es/cidh/prensa/comunicados/2023/253.asp
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Venezuela2018-es.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2022/capitulos/9-IA2022_Cap_4B_VE_ES.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2022/capitulos/9-IA2022_Cap_4B_VE_ES.pdf
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Interamericana de Derechos Humanos, en el Caso López Mendoza Vs. Venezuela de 2011, la Corte 
Interamericana encontró que: 

al no cumplir con el requisito de previsibilidad y, además, teniendo en cuenta lo señalado en el sentido 
que el artículo 105 de la [Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional 
de Control Fiscal] LOCGRSNCF [permite la restricción del derecho a ser elegido por una autoridad que 
no es juez penal (supra párrs. 107 y 108), la Corte concluye en el presente caso se vulneraron los 
artículos 8.1, 23.1.b y 23.2, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana29 

29. En consecuencia, la Corte ordenó al Estado, como garantía de no repetición, que “en un plazo 
razonable, ade[cue] el artículo 105 de la LOCGRSNCF de acuerdo a lo señalado en los párrafos 199, 205 y 
206 de esta Sentencia”30. La Comisión resalta la importancia de que el Estado avance en el cumplimiento 
de dicha sentencia y cumpla con lo ordenado por la Corte Interamericana, encontrándose abierto 
actualmente el procedimiento de supervisión de cumplimiento de la sentencia31. En 2015, la Corte 
Interamericana indicó que el Estado ha incumplido su deber de informar sobre la ejecución de la Sentencia 
emitida el 1 de septiembre de 2011 en el Caso López Mendoza y ha asumido una actitud de evidente 
desacato respecto a la obligatoriedad de esa Sentencia32.  

30. En dicho caso, la Corte Interamericana le indicó al Estado que “todos los órganos que ejerzan 
funciones de naturaleza materialmente jurisdiccional sean penales o no, tienen el deber de adoptar 
decisiones justas basadas en el respeto pleno a las garantías del debido proceso”33. Lo anterior tiene 
especial relevancia considerando “los alcances de la restricción al sufragio pasivo implicados en una 
inhabilitación para ser candidato”, en los cuales “el Contralor [tiene] un deber de motivación explícita de 
la decisión, tanto en lo cualitativo como en lo cuantitativo”34. 

31. En consecuencia, la Comisión, en la línea de pronunciamientos previos, llama al Estado a respetar 
las garantías del debido proceso en el marco de los procesos encabezados por la CGR y recuerda, en los 
términos indicados por la Corte Interamericana, que “la persecución y discriminación políticas son 
incompatibles con el principio democrático que inspira y fundamenta la Convención Americana”35. Sin 
embargo, dada la necesidad de un ejercicio de compatibilidad de la situación presentada con la 
Convención Americana, y la naturaleza de información presentada, la Comisión entiende que excede al 
mecanismo de medidas cautelares una determinación sobre los alegatos presentados en el presente 
momento36. La Comisión continuará con el seguimiento respectivo a la situación a través de su Mecanismo 
Especial de Seguimiento para Venezuela (MESEVE).  

(iii) Vigencia de la situación de riesgo respecto de la señora María Corina 
Machado en Venezuela en los términos del artículo 25 del Reglamento 
de la CIDH 

32. La Comisión recuerda que las presentes medidas tenían la finalidad de proteger la vida e 
integridad personal de la señora María Corina Machado Parisca, aunado a garantizar que pueda seguir 

 
29  Corte IDH. Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos de 20 de noviembre de 2015, párr. 206.  
30  Ibid., párr 225.  
31  Ibid., resolutivo primero.  
32  Ibidem. 
33  Corte IDH. Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2011. Serie C No. 

233, párr. 111.  
34  Ibid., párr 147.  
35  Corte IDH. Caso Petro Urrego Vs. Colombia. Solicitud de Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos de 6 de febrero de 2019, considerando 25.  
36  Ver, al respecto: Ibid., considerando 26; y, Corte IDH. Asunto Castañeda Gutman respecto México. Medidas Provisionales. 

Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 25 de noviembre de 2005, considerando 6 

https://www.corteidh.or.cr/docs/supervisiones/lopez_20_11_15.pdf
https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_233_esp.pdf
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desempeñando sus actividades de participación política sin que sea objeto de amenazas, hostigamientos 
o actos de violencia en el ejercicio de estas. Lo anterior, valorando que los hechos de riesgo informados se 
encontraban relacionados con su participación política en el país.  

33. La Comisión advierte que, a la luz del actual contexto de país, la beneficiaria ha sido colocada en 
una posición de interés público inherente al rol que desempeña como persona más visible de la oposición, 
donde ha sido objeto de pronunciamientos estigmatizantes y llamados a la agresión en su contra. La CIDH 
nota que los pronunciamientos han tenido lugar por oficiales de gobierno, incluyendo altos funcionarios 
públicos, de gobiernos estatales y municipales, de parlamentarios e, incluso, de mandos militares. Esto 
genera una exposición especial de la beneficiaria de parte de oficiales de gobierno que la hacen susceptible 
de hechos de violencia que han tenido lugar por agentes estatales y simpatizantes del gobierno en contra 
de ella y de su equipo.  

34. La Comisión nota que en diversas ocasiones se reportó el intentó de evitar la celebración de las 
actividades políticas de la beneficiaria, por medio de cierres de locaciones, ocupación de espacios 
públicos. Al respecto, se toma nota del cierre de un hotel donde tenía programado un evento en 
Barquisimeto el 24 de marzo de 2023, cierre de las calles por la alcaldía de Chivacoa el 25 de marzo En 
relación con este aspecto, las agresiones reportadas han tenido lugar contra la beneficiaria y su equipo. 
En este sentido, se tiene presente de agresiones contra integrantes de “Vente Venezuela” el 2 de febrero 
en Cataura; persecución y amenazas por parte de colectivos motorizados el 25 de marzo; acciones de 
“grupo de oficialistas” que alcanzaron a la beneficiaria el 15 de junio de 2023 en Tinaquillo; persecución 
y detención de simpatizantes de la beneficiaria por parte de la GNB en Barinas; lanzamiento de objetos y 
amenaza al equipo de campana de la beneficiaria en La Candelaria tres días antes de la elección. Para la 
CIDH, lo anterior refleja un constante hostigamiento, amenazas y agresiones en contra de la beneficiaria 
a lo largo de su campaña para las elecciones primarias que tuvieron lugar el 22 de octubre de 2023, el cual 
se observa que ha tenido lugar desde febrero y con actos reportados incluso días antes de la elección, los 
cuales se alegó son realizados por simpatizantes e integrantes del gobierno.  

35. En estrecha relación con lo anterior, la Comisión nota la presencia de amenazas de muerte en 
contra de la beneficiaria. Revierten especial preocupación los grafitis que habrían aparecido en diferentes 
sedes de “Vente Venezuela” el 19 y 22 de julio, así como el 12 de octubre, las cuales incluirían los mensajes 
“María Corina no te queremos en Zaraza”; “Fuera”; “Fuera Loca”; “ELN Primarias sin María Corina”; 
“Muerte a María Corina”; “ELN Muerte”; “Fuera MCM”; “no te queremos”; y “deja el show”. La Comisión 
nota que no se han abierto investigaciones relacionadas con estos hechos, sino que, por el contrario de 
cumplir con dicha obligación estatal, se ha responsabilizado a la beneficiaria por un gobernador y un 
diputado llamó incluso a la investigación penal de personas de su partido. Adicionalmente, resultan 
relevantes las amenazas por llamamientos directos a la violencia contra la beneficiaria del gobernador de 
Trujillo de 3 de agoto de 2023, así como del comandante de la GNB a “neutralizar” a lo que señala como 
candidatos inhabilitados”. La Comisión destaca la gravedad de lo anterior, tratándose de funcionarios 
públicos que tienen la obligación de proteger a la población.  

36. En línea de lo indicado, la Comisión recuerda que ha identificado que cada vez son mas las mujeres 
que participan en política37. Sin embargo, continúa observando desafíos en el abordaje del impacto que 
tienen los estereotipos de género en contextos políticos38. En este caso, la Comisión advierte que la 
beneficiaria fue calificada como “loca” a través de pintas en una sede de su partido en Venezuela. La 
Comisión entiende que la calificación de una mujer que participa en política como “loca”, lo que hace es 

 
37  CIDH. Violencia y discriminación contra mujeres, niñas y adolescentes: Buenas prácticas y desafíos en América Latina y en el 

Caribe. 14 de noviembre de 2019. párr. 118 
38  Ibidem. 

https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ViolenciaMujeresNNA.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ViolenciaMujeresNNA.pdf
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reflejar el uso de un estereotipo de género en su contra, con el cual se busca cuestionar su salud mental 
en el marco de sus actividades políticas. Dicha calificación no es inocua en un contexto donde la Comisión 
ha identificado una ausencia de medidas de protección por parte del Estado y un contexto de persecución, 
señalamientos y hostigamiento a voces opositoras en Venezuela, así como en contra de personas que 
ejercen expresión crítica al gobierno. 

37. La CIDH también advierte que teniendo en cuenta lo anterior y pese al otorgamiento de las 
medidas cautelares, no se han adoptado medidas para la protección de la vida e integridad de la 
beneficiaria y para garantizar que pueda realizar sus actividades políticas sin ser objeto de amenazas, 
hostigamientos u hechos de violencia. Aunado a esto, se observa que tampoco se han iniciado 
investigaciones o procesos para evitar la repetición de los hechos informados. En este sentido, la Comisión 
recuerda la obligación del estado de actuar con debida diligencia en situaciones que puedan implicar un 
riesgo a los derechos de los ciudadanos sin distinción de preferencias u opiniones políticas. Asimismo, la 
CIDH recuerda a la representación la importancia de presentar las denuncias y solicitudes de protección 
ante las autoridades internas, según corresponda.  

38. Considerando todo lo anterior, la Comisión toma en cuenta la gravedad de los alegatos reportados 
y los alegados actores estatales que tendrían considera que continua vigente la situación de riesgo que dio 
lugar al otorgamiento de las presentes medidas cautelares, la cual se encuentra en un punto de especial 
algidez debido a que la beneficiaria representa a la oposición tras las primarias celebradas el 22 de 
octubre de 2023. Al respecto, la CIDH recuerda que en distintas ocasiones ha dispuesto por medio del 
mecanismo de medidas cautelares la protección de personas opositoras en Venezuela en situación de 
riesgo como consecuencia de sus actividades políticas39. Considerando lo valorado en la presente 
resolución, de no tomarse acciones de protección idóneas y efectivas, la situación de riesgo valorada es 
susceptible de continuar e incluso de incrementarse en la medida en que la participación en actividades 
políticas de la beneficiaria continua.   

39. Considerando lo anterior, la CIDH estima que continúan presentes los factores de riesgo y que los 
requisitos del artículo 25 del Reglamento continúan vigentes. La Comisión requiere al Estado de 
Venezuela, y a todas sus instituciones nacionales competentes en el tema. que adopten todas las medidas 
que resulten necesarias con carácter de urgencia para proteger los derechos de la señora María Corina 
Machado Parisca, garantizando que pueda realizar sus actividades políticas sin ser objeto de amenazas, 
hostigamiento u otros hechos de violencia.  

(iv) Situación de las personas integrantes de “Vente Venezuela” en 
Venezuela 

40. La Comisión recuerda que, al momento del otorgamiento de las presentes medidas cautelares, se 
consideró como beneficiaria a la señora María Corina Machado Parisca, ante la falta de “información 
concreta que permita valorar sus alegadas situaciones de riesgo y establecer una situación de 
conformidad con el artículo 25 del Reglamento” respecto de las otras dieciséis personas sobre quienes se 
solicitaban medidas cautelares40.  

 
39  Ver, inter alia: CIDH. Julio Borges y otros respecto de Venezuela (MC-406-17). Resolución 24/2017 de 28 de julio de 2017; Luis 

Florido respecto de Venezuela (MC-616-16). Resolución 12/2017 de 7 de abril de 2017; Miembros del partido Voluntad Popular 
respecto de Venezuela (MC-475-15). Resolución 1/2017 de 14 de enero de 2017; Williams Dávila respecto de Venezuela (MC-
533-17). Resolución 35/2017 de 6 de septiembre de 2017; Delsa Jennifer Solórzano Bernal respecto de Venezuela (MC-967-
2019). Resolución 66/2019 de 24 de diciembre de 2019; Mary Yuli González Pérez respecto de Venezuela (MC-438-23). 
Resolución 37/2023 de 24 de junio de 2023.  

40  CIDH. María Corina Machado Parisca respecto de Venezuela (MC-125-19). Resolución 22/2019 de 12 de abril de 2019, nota al 
pie de página 1.  

https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/2017/24-17mc403-17-ve.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/2017/12-17mc616-16-ve.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/2017/12-17mc616-16-ve.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/2017/1-17mc475-15-ve.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/2017/1-17mc475-15-ve.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/2017/35-17MC533-17-VE.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/2017/35-17MC533-17-VE.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/2019/66-19MC967-19-VE.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/2019/66-19MC967-19-VE.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/mc/2023/res_37-23_mc_438-23%20_ve_es.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/2019/22-19mc125-19-ve.pdf
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41. En este sentido, la CIDH nota que, en sus escritos recientes, la beneficiaria ha alegado un riesgo 
respecto de su equipo en el partido político “Vente Venezuela”. Sin embargo, la Comisión observa que no 
se ha aportado una identificación de las personas que formarían parte de dicho equipo, ni se aportó 
información de su rol o del impacto de los hechos informados en relación con dichas personas. En este 
sentido, la Comisión entiende que, si bien la situación de riesgo de la señora Machado Parisca es 
susceptible de extenderse a su equipo de trabajo, considerando la exposición que tendrían al acompañar 
a la beneficiaria en sus actividades políticas, implicando a su vez actividades de participación política 
propias, no se cuenta con información en el presente momento para valorar la ampliación a su favor. En 
este sentido, en los términos del artículo 25 del Reglamento, la Comisión solicita a la representación, de 
considerarlo pertinente, brindar información respecto de la identificación de las personas que considere 
que se encuentran en una situación de riesgo, así como detalles que permitan valorar su situación de 
riesgo y su relación con las presentes medidas cautelares. Sin perjuicio de ello, el Estado de Venezuela 
tiene la obligación de proteger sus derechos ante situaciones de riesgo en base a las obligaciones 
internacionales que tiene, las cuales se encuentran vigente independientemente de la presente decisión.  

V. DECISIÓN 

42. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos considera que el presente asunto continúa 
reuniendo prima facie los requisitos de gravedad, urgencia e irreparabilidad contenidos en el artículo 25 
de su Reglamento en relación con la señora María Corina Machado Parisca, en los términos indicados a lo 
largo de la presente resolución. En consecuencia, decide lo siguiente: 

a) Continuar realizando las medidas de seguimiento apropiadas en los términos del Artículo 25.10 y 
otras disposiciones de su Reglamento. 
 
b) Solicitar al Estado remitir información concreta, detallada y actualizada sobre la implementación 
de las presentes medidas cautelares; y 
 
c) Requerir al Estado de Venezuela que:  
   

i. adopte las medidas necesarias para proteger los derechos a la vida e integridad personal 
de la señora María Corina Machado Parisca;  

ii. adopte las medidas necesarias para garantizar que la beneficiaria pueda seguir 
desempeñando sus actividades de participación política sin que sea objeto de amenazas, 
hostigamientos o actos de violencia en el ejercicio de las mismas;  

iii. concierte las medidas a adoptarse con la beneficiaria y su representación; y 
iv. informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los hechos alegados que dieron 

lugar a la adopción y vigencia de las presentes medidas cautelares y evitar así su 
repetición. En particular, se solicita al Estado que realice una investigación con debida 
diligencia sobre las amenazas y hechos de violencia informados, incluyendo aquellos que 
podrían haber tenido lugar por parte de funcionarios y/o agentes estatales en contra de 
la beneficiaria. 
 

43. La Comisión solicita a Venezuela que informe dentro del plazo de 30 días a partir de la presente 
resolución sobre la adopción de las medidas cautelares requeridas. Asimismo, se solicita remita 
información periódica sobre el estado de implementación de las medidas cautelares. Sin perjuicio de ello, 
se solicita a la representación continuar brindando información en los términos solicitados en la presente 
resolución, así como cualquier información adicional que consideren pertinente.  
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44. La Comisión instruye a su Secretaría Ejecutiva notificar esta Resolución de Seguimiento al Estado 
de Venezuela y a la representación. 

 
45. Aprobada el 19 de diciembre de 2023 por Margarette May Macaulay, Presidenta; Esmeralda 

Arosemena de Troitiño, Primera Vicepresidenta; Roberta Clarke, Segunda Vicepresidenta; Julissa Mantilla 
Falcón; Carlos Bernal Pulido y José Luis Caballero Ochoa, integrantes de la CIDH. 

 
Tania Reneaum Panszi 

Secretaria Ejecutiva 


